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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la DIAN, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción instaurada por el señor DIEGO MAURICIO ORREGO OTÁLORA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor ORREGO OTÁLORA, se pueden sintetizar así: (i) refiere que es casado desde marzo 16 de 2012 y de dicha unión nacieron dos hijos gemelos que han tenido diversos problemas de salud, habiéndosele diagnosticado a uno de ellos el “Linfoma no Hodgkin” y al otro un “Linfoma”, debiéndoseles realizar diversos procedimientos médicos y quirúrgicos, los que requieren cuidados especiales permanentes por lo cual su cónyuge no labora para prestarles el cuidado que necesitan, por lo que ostenta la condición de padre cabeza de familia; (ii) en marzo 05 de 2018 celebró contrato de prestación de servicios con la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de Pereira, con vigencia hasta diciembre 31 de esta anualidad y como contraprestación recibiría $31.149.384, distribuidos en ocho actas parciales de $3.893.673; (ii) al no pagar las obligaciones tributarias correspondientes al IVA del año 2012, la DIAN inició proceso de cobro coactivo en su contra y mediante resolución 20186306000065 decretó el embargo de los ingresos que percibe por todo concepto hasta por $156.508.000; (iii) con dicho embargo se encuentra privado del 100% de los honorarios, por lo cual no puede realizar aportes a la Seguridad Social en Salud y Pensiones de su núcleo familiar ni sufragar los gastos de su hogar; (iv) la vida de uno de sus hijos corre peligro, por la gravedad de su patología y atenciones que requiere, algunas de las cuales no proporciona la EPS S.O.S. y por ende debe costear viajes, exámenes y medicamentos, pero su situación económica no le ha permitido asumirlas, en vista del embargo decretado, lo que igualmente ha afectado costear los gastos propios de su hogar –arriendo, servicios públicos, estudio de sus hijos-, y (v) la Corte Constitucional  ha referido que en caso de decretarse el embargo de la única fuente de sostenimiento de una familia se vulneraría el mínimo vital y la vida digna, por lo cual pide se analice su situación y la de su familia.

Pide se amparen sus derechos fundamentales al encontrarse ante un perjuicio irremediable, y en consecuencia, que se limite el embargo decretado por la DIAN al 10% de los honorarios que percibe y que se le proteja el mínimo vital a que tiene derecho.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a los Directores General y Seccional de la DIAN, y vinculó a la Secretaria de Desarrollo Social Económico el Municipio de Pereira, habiéndose guardado absoluto silencio.

3.2.- Culminado el plazo constitucional el juez de primer nivel mediante sentencia de junio 21 de 2018 amparó los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social del señor DIEGO MAURICIO ORREGLO OTÁLORA y le ordenó a la DIAN que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes realice las actuaciones pertinentes, tendientes a disponer que el embargo solo recaiga sobre el 10% de los honorarios percibidos en este y en futuros contratos, si aun persiste la deuda, siempre y cuando los mismos constituyan su única fuente de ingresos lo que debe verificarse con antelación, debiéndose comunicar lo pertinente a la Secretaría de Desarrollo Económico de la Alcaldía de Pereira.

4.- IMPUGNACIÓN

Una vez le fue comunicada la decisión proferida, la apoderada de la DIAN, dentro del término oportuno presentó tres escritos, que se pueden resumir de la siguiente manera: (i) una vez fueron enterados del fallo se dio cumplimiento a lo allí ordenado, y así fue comunicado a la Alcaldía de Pereira; (ii) al observar que el fallo fue adverso a la entidad, se verificaron los buzones de correo electrónico de la DIAN a partir de la admisión de la tutela en junio 08 de 2018 pero no se halló notificación alguna para hacer uso del derecho de contradicción; (iii) al acudir al despacho, se dispuso por la Secretaría el expediente y se verificó que se pretendió notificar la admisión por oficio 1733 de junio 08 de 2018, pero no fue debidamente comunicada al presentarse un error en el envío del mensaje, lo cual les impidió ejercer el derecho de defensa; (iv)  en cuanto al proceso de cobro que se adelanta contra DIEGO MAURICIO ORREGO, el mismo se encuentra establecido en el canon 823 E.T. y lo atinente a los embargos en el canon 837.1 ídem, por lo cual la DIAN actúa bajo un marco jurídico especial; (v) la DIAN tiene como objeto coadyuvar a garantizar   la seguridad fiscal de Colombia y la protección del orden público económico, mediante la administración y control del cumplimiento de las obligaciones tributarias, independientemente de las circunstancias personales y lamentables del señor ORREGO OTÁLORA, las que no son competencia de dicha DIAN; (vi)  pide que se revoque el fallo adoptado, por cuanto no se les enteró en debida forma el auto admisorio y por cuanto la DIAN obró conforme al Estatuto Tributario.
5.- PRUEBAS
Por parte de la Sala se ordenó requerir a la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas, con el fin de clarificar lo relacionado con el enteramiento a la DIAN de la iniciación del presente trámite constitucional, obteniéndose la respuesta pertinente.

6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

6.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal en primer lugar establecer si de conformidad con los planteamientos de la impugnante, estamos ante una causal de nulidad por vulneración al derecho de defensa, y de no acreditarse tal situación se deberá corroborar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social del accionante DIEGO MAURICIO ORREGO OTÁLORA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.

6.2.- Para resolver, SE CONSIDERA: 
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto y como quiera que por parte de la apoderada de la DIAN se hace alusión a una irregularidad procesal que podría conllevar la nulidad de lo actuado por vulneración del debido proceso, concretamente en su componente del derecho de defensa al no habérseles notificado en debida forma el auto admisorio de la acción constitucional, con lo cual se les cercenó la posibilidad de ejercer su derecho de contradicción, procederá la Corporación a pronunciarse al respecto, pues de encontrarse que tal causal se generó se haría innecesario efectuar el estudio del caso con miras a que se subsane la irregularidad señalada por el recurrente.

Al respecto tenemos que una vez el juzgado de primer nivel dispuso la admisión de la acción constitucional mediante auto de junio 08 de 2018, en esa fecha se libraron las comunicaciones pertinentes tanto al Director Nacional como al Seccional de la DIAN
, las cuales pretendieron ser enviadas en junio 12 de 2018, por intermedio del correo electrónico notificacionesjudicialesdian@dian.gov.co

Se indica lo anterior, por cuanto al revisar la verificación de la entrega de los referidos mensajes, se observa la siguiente anotación: “El mensaje no se entregó a nadie porque es demasiad (sic) mensaje tiene 29 MB”,  lo que implica que en momento alguno tal comunicación fue recibida por la DIAN, como así lo informó la abogada recurrente, ni mucho menos por parte de la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos para los Juzgados de Ejecución de Penas o del Juzgado que adelantó el trámite constitucional se percataron de la irregularidad con miras a subsanarla.

Mírese nada más que ante el requerimiento que por parte de esta Sala se efectuó a la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos
, se indicó de acuerdo con la constancia del buzón de correo, que el archivo era demasiado pesado y por ende: “no fue posible notificar a la entidad accionada del traslado de la demanda”, y con dicho error: “el expediente se pasó a Despacho para proferir fallo, debido a que no hay constancia en la actuación que se haya notificado a la entidad accionada por otro medio”.

Como se aprecia, pese a los resultados que arrojó el envío del correo electrónico, ninguna otra gestión se realizó con miras a comunicar en debida forma el auto por medio del cual se admitió la acción constitucional, lo que implicaba que la entidad desconocía de su adelantamiento, tanto así que la apoderada de la DIAN solo se enteró de la interposición de la tutela en su contra por parte del señor ORREGO OTÁLORA, cuando ya había sido emitida decisión que les resultara adversa, sin haber tenido la posibilidad de intervenir en el curso del trámite para exponer las razones y arrimar las probanzas que a bien consideraran procedente en procura de la defensa de sus intereses.
Tal falencia conllevó a que el a quo no pudiera analizar de primera mano las situaciones que frente a la tutela podrían haber sido esgrimidas por la entidad accionada, y ante esa falta de notificación de la iniciación de la acción de tutela, se evidencia una vulneración al debido proceso y derecho a la defensa, el cual debe ser respetado en todos los trámites judiciales o administrativos, y por ende no queda alternativa diferente a la de ordenar la nulidad de lo actuado a partir de las comunicaciones enviadas por correo electrónico en junio 12 de 2018, para que dicho procedimiento se efectúe en debida forma a la dirección y/o correos electrónicos de la DIAN, con miras a garantizar en debida forma su intervención en esta acción constitucional.
7.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: SE DECLARA LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a partir de la comunicación del auto admisorio de la tutela a la DIAN, con miras a garantizar el derecho a la defensa y contradicción. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folios 45 y 46, fte.


� Ver folios 45 y 46 vto.


� Ver folio 11 Cuaderno del Tribunal.
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